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PRESIDENCIA DEL SENADO

Con fecha 29 de diciembre de 2005, ha tenido
entrada en esta Cámara el texto aprobado por la Co-
misión de Medio Ambiente del Congreso de los Di-
putados, con competencia legislativa plena, rela-
tivo al Proyecto de Ley sobre evaluación de los
efectos de determinados planes y programas en el
medio ambiente.

Al amparo del artículo 104 del Reglamento del
Senado, se ordena la remisión de este Proyecto de
Ley a la Comisión de Medio Ambiente.

En virtud de lo establecido en el artículo 107.1
del Reglamento del Senado, y siendo de aplicación
lo previsto en su artículo 106.2, se comunica que el
plazo para la presentación de enmiendas termi-
nará el próximo día 9 de febrero de 2006, jueves.

De otra parte, y en cumplimiento del artículo
191 del Reglamento del Senado, se ordena la publi-
cación del texto del mencionado Proyecto de Ley,

encontrándose la restante documentación a disposi-
ción de los señores Senadores en la Secretaría Ge-
neral de la Cámara.

Palacio del Senado, 29 de diciembre de 2005—
P. D., Manuel Cavero Gómez, Letrado Mayor del
Senado.

PROYECTO DE LEY SOBRE EVALUACIÓN DE
LOS EFECTOS DE DETERMINADOS PLANES
Y PROGRAMAS EN EL MEDIO AMBIENTE

Exposición de motivos

La exigencia de una evaluación ambiental de las
actividades que probablemente vayan a causar im-
pacto negativo sobre el medio ambiente apareció
en el marco internacional en la Conferencia de Na-
ciones Unidas sobre Medio Ambiente Humano, ce-
lebrada en Estocolmo en 1972, y posteriormente en
la Conferencia de Naciones Unidas sobre Medio
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Ambiente y Desarrollo, celebrada en Río de Janeiro
en 1992. De ellas nacen buena parte de los tratados
internacionales en materia de medio ambiente y de-
sarrollo sostenible, incluido también el derecho
ambiental español y comunitario. Son ejemplos de
ello las Directivas 85/337/CEE del Consejo, de 27
de junio de 1985, y 97/11/CE del Consejo, de 3 de
marzo de 1997, relativas a la evaluación de las re-
percusiones de determinados proyectos públicos y
privados sobre el medio ambiente, y, en el ámbito
internacional, el Convenio de la Comisión Econó-
mica para Europa de las Naciones Unidas sobre
evaluación del impacto en el medio ambiente en un
contexto transfronterizo, firmado en Espoo en
1991, y su Protocolo sobre evaluación ambiental
estratégica, firmado en Kiev en 2003.

En esta línea de actuación, la evaluación de im-
pacto ambiental constituye un instrumento eficaz
en España para la consecución de un desarrollo
sostenible mediante la consideración de los aspec-
tos ambientales en determinadas actuaciones públi-
cas o privadas, desde su incorporación a nuestro
derecho interno con el Real Decreto Legislativo
1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de im-
pacto ambiental. 

Sin embargo, este instrumento ha mostrado sus
carencias cuando se trata de evitar o corregir los
efectos ambientales en el caso de las tomas de deci-
sión de las fases anteriores a la de proyectos. Era
necesario, por lo tanto, establecer una herramienta
que permitiera actuar de una forma estratégica en
tales fases. 

Esta ley, por tanto, introduce en la legislación es-
pañola la evaluación ambiental de planes y progra-
mas, también conocida como evaluación ambiental
estratégica, como un instrumento de prevención
que permita integrar los aspectos ambientales en la
toma de decisiones de planes y programas públicos,
basándose en la larga experiencia en la evaluación
de impacto ambiental de proyectos, tanto en el ám-
bito de la Administración General del Estado como
en el ámbito autonómico, e incorpora a nuestro de-
recho interno la Directiva 2001/42/CE del Parla-
mento Europeo y del Consejo, de 27 de junio de
2001, relativa a la evaluación de los efectos de de-
terminados planes y programas en el medio am-
biente. 

La entrada en vigor de la ley supondrá la realiza-
ción de un proceso de evaluación ambiental estraté-
gica de los planes y programas que elaboren y
aprueben las distintas Administraciones públicas.
En este sentido, las comunidades autónomas, titula-
res de competencias como la ordenación del territo-

rio y urbanismo, que implican una actividad plani-
ficadora, tendrán un papel relevante en el adecuado
cumplimiento de la citada directiva y de su norma
de transposición.

Los fundamentos que informan tal directiva son
el principio de cautela y la necesidad de protección
del medio ambiente a través de la integración de
esta componente en las políticas y actividades sec-
toriales. Y ello para garantizar que las repercusio-
nes previsibles sobre el medio ambiente de las ac-
tuaciones inversoras sean tenidas en cuenta antes
de la adopción y durante la preparación de los pla-
nes y programas en un proceso continuo, desde la
fase preliminar de borrador, antes de las consultas,
a la última fase de propuesta de plan o programa.
Este proceso no ha de ser una mera justificación de
los planes, sino un instrumento de integración del
medio ambiente en las políticas sectoriales para ga-
rantizar un desarrollo sostenible más duradero,
justo y saludable que permita afrontar los grandes
retos de la sostenibilidad como son el uso racional
de los recursos naturales, la prevención y reducción
de la contaminación, la innovación tecnológica y la
cohesión social.

En este mismo sentido, se considera que se ob-
tiene un claro beneficio empresarial por la inclu-
sión de la información ambiental en la toma de de-
cisiones al promover soluciones sostenibles, efica-
ces y eficientes.

También se garantiza la adecuada coordinación
entre Estados miembros de la Unión Europea en re-
lación con la afección ambiental transfronteriza de
planes y programas que puedan tener influencia
allende el Estado decisor.

Por último, uno de los objetivos principales de
esta directiva, y así se recoge en esta ley, es el fo-
mento de la transparencia y la participación ciuda-
dana a través del acceso en plazos adecuados a una
información exhaustiva y fidedigna del proceso
planificador. 

En cuanto a su estructura, el texto se ha dividido
en tres títulos. El primero aborda la regulación de
las previsiones generales de la norma, define su ob-
jeto e incorpora las definiciones necesarias para su
comprensión y correcta aplicación. Así mismo, se
delimita el ámbito de aplicación tanto de modo di-
recto, en el artículo 3, como indirectamente me-
diante la regulación de un procedimiento específico
en el artículo 4, que habrá de ser observado para de-
terminar si ciertos planes y programas, en concreto
los de reducido ámbito territorial o las modificacio-
nes menores de planes y programas, quedan o no
incluidos en dicho ámbito. El título I se cierra con
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la identificación de las Administraciones compe-
tentes para ejecutar la ley y con un artículo de cie-
rre sobre los supuestos de concurrencia de planes y
sobre la jerarquización que pueda existir entre
ellos.

El título II contiene las previsiones que, con ca-
rácter básico, integran el régimen jurídico de la
evaluación ambiental. De esta manera, se regula el
sustrato material del procedimiento y se identifican
aquellos elementos que constituyen su contenido y
que necesariamente deberán integrarse en el pro-
ceso de elaboración y aprobación de los planes o
programas. Se describe así el contenido básico y al-
cance del denominado «informe de sostenibilidad
ambiental», instrumento a través del cual se identi-
ficarán, describirán y evaluarán los probables efec-
tos significativos sobre el medio ambiente que pue-
dan derivarse de la aplicación del plan o programa,
así como las alternativas razonables, incluida entre
otras la alternativa cero, que podría suponer la no
realización de dicho plan o programa. 

Asimismo, se ordena la forma en la que se de-
berá evacuar el trámite de consultas, tanto ordina-
rias como transfronterizas, y se identifica al público
interesado que necesariamente deberá ser consul-
tado, interesados entre los que se hace mención ex-
presa a las personas jurídicas sin ánimo de lucro de-
dicadas a la protección del medio ambiente. Este tí-
tulo se ocupa igualmente de la publicidad de las ac-
tuaciones y de la decisión tomada. Por último, in-
corpora la «memoria ambiental», en la que los ór-
ganos promotor y ambiental analizan conjunta-
mente la evaluación ambiental estratégica del plan
o programa realizada por el órgano promotor en su
conjunto, esto es, el modo en que se han integrado
en el plan o programa los aspectos ambientales,
cómo se han tomado en consideración el informe
de sostenibilidad ambiental, los resultados de las
consultas y el resultado, en su caso, de las consultas
transfronterizas.

El título III regula la evaluación ambiental de los
planes y programas promovidos por la Administra-
ción General del Estado y sus organismos públicos.
Siguiendo la estructura del título II, atribuye al Mi-
nisterio de Medio Ambiente la condición de órgano
ambiental respecto de los planes y programas esta-
tales y determina los plazos concretos que deberán
observar los órganos estatales durante la planifica-
ción estratégica.

La ley incluye también cinco disposiciones adi-
cionales referidas, entre otras cuestiones, a la co-
financiación de la Comunidad Europea y la rela-
ción de la evaluación ambiental de planes y pro-

gramas con la evaluación de impacto ambiental de
proyectos.

También contiene disposiciones transitorias fun-
damentalmente referidas a la aplicación de la ley a
los planes y programas iniciados con anterioridad a
su entrada en vigor.

Por otra parte, y con el fin de atender la demanda
interpuesta contra el Reino de España por la Comi-
sión Europea con fecha 27 de julio de 2004, por la in-
completa transposición de la Directiva 85/337/CEE,
modificada por la Directiva 97/11/CE, la disposición
final primera modifica el Real Decreto Legislativo
1302/1986, de 28 de junio, de evaluación de impacto
ambiental, en aquellos aspectos necesarios para dar
cumplimiento estricto a las exigencias comunitarias
establecidas en estas directivas, sin perjuicio de una
posible reforma posterior que fuera necesaria para
aplicar los nuevos criterios que exija una adecuada
política de evaluación ambiental. 

Las siguientes disposiciones finales establecen
la aplicación de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, como supletoria, el título competencial al
amparo del cual se dicta la ley, la autorización al
Gobierno para su ejecución y desarrollo y la en-
trada en vigor.

Finalmente, incorpora dos anexos, el primero,
relativo al contenido del informe de sostenibilidad
ambiental, y el segundo, sobre los criterios para de-
terminar la posible significación de los efectos
sobre el medio ambiente de los planes y programas.

En definitiva, esta ley pretende integrar los as-
pectos ambientales en la elaboración y aprobación
de planes y programas para alcanzar un elevado
nivel de protección del medio ambiente y promover
el desarrollo sostenible en su triple dimensión eco-
nómica, social y ambiental, a través de un proceso
continuo de evaluación en el que se garantice la
transparencia y la participación.

TÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley. 

Esta ley tiene por objeto promover un desarrollo
sostenible, conseguir un elevado nivel de protec-
ción del medio ambiente y contribuir a la integra-
ción de los aspectos ambientales en la preparación
y adopción de planes y programas, mediante la rea-
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lización de una evaluación ambiental de aquellos
que puedan tener efectos significativos sobre el
medio ambiente.

Por medio de esta ley se incorpora al ordena-
miento jurídico español la Directiva 2001/42/CE
del Parlamento Europeo y del Consejo, de 27 de
junio de 2001, relativa a la evaluación de los efec-
tos de determinados planes y programas en el
medio ambiente.

Artículo 2. Definiciones. 

A los efectos de esta ley, se entenderá por:

a) Planes y programas: el conjunto de estrate-
gias, directrices y propuestas que prevé una Admi-
nistración pública para satisfacer necesidades so-
ciales, no ejecutables directamente, sino a través de
su desarrollo por medio de un conjunto de proyec-
tos. 

b) Órgano promotor: aquel órgano de una Ad-
ministración pública, estatal, autonómica o local,
que inicia el procedimiento para la elaboración y
adopción de un plan o programa y, en consecuen-
cia, debe integrar los aspectos ambientales en su
contenido a través de un proceso de evaluación am-
biental.

c) Órgano ambiental: el órgano de la Adminis-
tración pública que en colaboración con el órgano
promotor vela por la integración de los aspectos
ambientales en la elaboración de los planes o pro-
gramas.

d) Evaluación ambiental: el proceso que per-
mite la integración de los aspectos ambientales en
los planes y programas mediante la preparación del
informe de sostenibilidad ambiental, de la celebra-
ción de consultas, de la consideración del informe
de sostenibilidad ambiental, de los resultados de las
consultas y de la memoria ambiental, y del sumi-
nistro de información sobre la aprobación de los
mismos.

e) Informe de sostenibilidad ambiental: in-
forme elaborado por el órgano promotor que,
siendo parte integrante del plan o programa, con-
tiene la información requerida en el artículo 8 y en
el anexo I.

f) Público: cualquier persona física o jurídica,
así como sus asociaciones, organizaciones o gru-
pos, constituidos con arreglo a la normativa que les
sea de aplicación. 

g) Zonas de reducido ámbito territorial: ám-
bito territorial en el que por sus escasas dimensio-

nes el nivel de protección del medio ambiente y la
integración ambiental pueden conseguirse de
forma similar, bien mediante la aplicación de la
evaluación ambiental de un plan o programa, bien
mediante la aplicación de la evaluación de impacto
ambiental de los proyectos que lo realizan.

h) Modificaciones menores: cambios en las
características de los planes o programas ya apro-
bados o adoptados que no constituyen variaciones
fundamentales de las estrategias, directrices y pro-
puestas o de su cronología pero que producen dife-
rencias en las características de los efectos previs-
tos o de la zona de influencia.

i) Memoria ambiental: Documento que valora
la integración de los aspectos ambientales realizada
durante el proceso de evaluación, así como el in-
forme de sostenibilidad ambiental y su calidad, el
resultado de las consultas y cómo éstas se han to-
mado en consideración, además de la previsión
sobre los impactos significativos de la aplicación
del plan o programa, y establece las determinacio-
nes finales.

Artículo 3. Ámbito de aplicación. 

1. Serán objeto de evaluación ambiental, de
acuerdo con esta ley, los planes y programas, así
como sus modificaciones, que puedan tener efectos
significativos sobre el medio ambiente y que cum-
plan los dos requisitos siguientes: 

a) Que se elaboren o aprueben por una Admi-
nistración pública. 

b) Que su elaboración y aprobación venga exi-
gida por una disposición legal o reglamentaria o
por acuerdo del Consejo de Ministros o del Con-
sejo de Gobierno de una comunidad autónoma. 

2. Se entenderá que tienen efectos significati-
vos sobre el medio ambiente aquellos planes y pro-
gramas que tengan cabida en alguna de las siguien-
tes categorías:

a) Los que establezcan el marco para la futura
autorización de proyectos legalmente sometidos a
evaluación de impacto ambiental en las siguientes
materias: agricultura, ganadería, silvicultura, acui-
cultura, pesca, energía, minería, industria, trans-
porte, gestión de residuos, gestión de recursos hí-
dricos, ocupación del dominio público marítimo te-
rrestre, telecomunicaciones, turismo, ordenación
del territorio urbano y rural, o del uso del suelo. 
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b) Los que requieran una evaluación conforme
a la normativa reguladora de la Red Ecológica Eu-
ropea Natura 2000, regulada en la Ley 4/1989, de
27 de marzo, de conservación de los espacios natu-
rales y de la flora y la fauna silvestres.

3. En los términos previstos en el artículo 4, se
someterán, asimismo, a evaluación ambiental
cuando se prevea que puedan tener efectos signifi-
cativos en el medio ambiente:

a) Los planes y programas que establezcan el
uso de zonas de reducido ámbito territorial.

b) Las modificaciones menores de planes y
programas.

c) Los planes y programas distintos a los pre-
vistos en el apartado 2.a).

4. Esta ley no será de aplicación a los siguien-
tes planes y programas:

a) Los que tengan como único objeto la de-
fensa nacional o la protección civil en casos de
emergencia. 

b) Los de tipo financiero o presupuestario. 

Artículo 4. Determinación de la existencia de
efectos significativos en el medio am-
biente de determinados planes y pro-
gramas.

1. En los supuestos previstos en el artículo 3.3,
el órgano ambiental determinará si un plan o pro-
grama, o su modificación, debe ser objeto de eva-
luación ambiental. Para ello, se consultará previa-
mente al menos a las Administraciones públicas
afectadas a las que se refiere el artículo 9. 

2. Tal determinación podrá realizarse bien
caso por caso, bien especificando tipos de planes y
programas, bien combinando ambos métodos. En
cualquiera de los tres supuestos, se tendrán en
cuenta los criterios establecidos en el anexo II.

3. En cualquier caso, deberá hacerse pública la
decisión que se adopte. Cuando no se considere ne-
cesario realizar la evaluación ambiental se especifi-
carán los motivos razonados de esta decisión.

Artículo 5. Administración competente.

1. Corresponde realizar las actuaciones previs-
tas en esta ley a la Administración pública compe-

tente para la elaboración y aprobación del plan o
programa, ya sea con carácter definitivo, ya sea
como requisito previo para su remisión a las Cortes
Generales o, en su caso, a las asambleas legislati-
vas de las comunidades autónomas. 

2. En el caso de planes y programas cuya ela-
boración o aprobación corresponda a las entidades
locales, las actuaciones previstas en esta ley corres-
ponderán a la Administración que determine la le-
gislación autonómica. 

3. Las Administraciones públicas ajustarán sus
actuaciones a los principios de información mutua,
cooperación y colaboración. A tal efecto, las con-
sultas que deba realizar una Administración pú-
blica garantizarán la debida ponderación de la tota-
lidad de los intereses públicos implicados y, en par-
ticular, la de aquellos cuya gestión esté encomen-
dada a otras Administraciones públicas.

En aquellos planes y programas promovidos por
la Administración General del Estado se pondera-
rán los intereses públicos de las comunidades autó-
nomas que se vean afectadas por las previsiones de
dichos planes y programas.

Artículo 6. Concurrencia y jerarquía de planes o
programas.

1. Cuando exista una concurrencia de planes o
programas promovidos por diferentes Administra-
ciones públicas, estas deberán adoptar las medidas
necesarias con el fin de que puedan complemen-
tarse y para evitar que se produzca una duplicidad
de evaluaciones, asegurando que todos los efectos
ambientales significativos de cada uno son conve-
nientemente evaluados. 

2. Cuando los planes y programas se estructu-
ren en distintos ámbitos jerárquicos de decisión de
una misma Administración pública, la evaluación
ambiental en cada uno de ellos deberá realizarse te-
niendo en cuenta la fase del proceso de decisión en
la que se encuentra el plan o programa, para evitar
la duplicidad de evaluaciones.

TÍTULO II

Evaluación ambiental 

Artículo 7. Evaluación ambiental. 

1. La legislación reguladora de los planes y
programas introducirá en el procedimiento admi-
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nistrativo aplicable para su elaboración y aproba-
ción un proceso de evaluación ambiental en el que
el órgano promotor integrará los aspectos ambien-
tales y que constará de las siguientes actuaciones:

a) La elaboración de un informe de sostenibili-
dad ambiental, cuya amplitud, nivel de detalle y
grado de especificación será determinado por el ór-
gano ambiental.

b) La celebración de consultas.
c) La elaboración de la memoria ambiental.
d) La consideración del informe de sostenibili-

dad ambiental, del resultado de las consultas y de la
memoria ambiental en la toma de decisiones.

e) La publicidad de la información sobre la
aprobación del plan o programa.

2. Cuando no estuviese previsto un procedi-
miento para la elaboración y aprobación del plan o
programa, las Administraciones públicas compe-
tentes establecerán los procedimientos que garanti-
cen el cumplimiento de esta ley. 

3. El proceso de evaluación establecido en el
apartado 1 de este artículo establecerá también los
procedimientos para asegurar que la evaluación
ambiental siempre se realice durante el proceso de
elaboración de los planes o programas y antes de la
aprobación. 

Artículo 8. Informe de sostenibilidad ambiental.

1. En el informe de sostenibilidad ambiental,
el órgano promotor debe identificar, describir y
evaluar los probables efectos significativos sobre el
medio ambiente que puedan derivarse de la aplica-
ción del plan o programa, así como unas alternati-
vas razonables, técnica y ambientalmente viables,
incluida entre otras la alternativa cero, que tengan
en cuenta los objetivos y el ámbito territorial de
aplicación del plan o programa. A estos efectos, se
entenderá por alternativa cero la no realización de
dicho plan o programa.

2. El informe de sostenibilidad ambiental facili-
tará la información especificada en el anexo I, así
como aquella que se considere razonablemente nece-
saria para asegurar la calidad del informe. A estos
efectos, se tendrán en cuenta los siguientes extremos:

a) Los conocimientos y métodos de evaluación
existentes.

b) El contenido y nivel de detalle del plan o
programa.

c) La fase del proceso de decisión en que se
encuentra.

d) La medida en que la evaluación de determi-
nados aspectos necesita ser complementada en
otras fases de dicho proceso, para evitar su repeti-
ción.

3. Se podrá utilizar la información pertinente
disponible que se haya obtenido en otras fases del
proceso de decisión o en la elaboración de los pla-
nes y programas promovidos por otras Administra-
ciones públicas así como los que se deriven de la
aplicación de la normativa vigente. 

4. El informe de sostenibilidad ambiental,
como parte integrante de la documentación del plan
o programa, debe ser accesible e inteligible para el
público y las Administraciones públicas, y conten-
drá un resumen no técnico de la información a que
se refiere el anexo I. 

Artículo 9. Alcance del informe de sostenibilidad
ambiental.

1. La amplitud, nivel de detalle y el grado de
especificación del informe de sostenibilidad am-
biental se determinará por el órgano ambiental, tras
identificar y consultar a las Administraciones pú-
blicas afectadas y al público interesado. 

Se considerarán Administraciones públicas afec-
tadas, exclusivamente a los efectos de esta ley,
aquellas que tienen competencias específicas en las
siguientes materias: biodiversidad, población,
salud humana, fauna, flora, tierra, agua, aire, facto-
res climáticos, bienes materiales, patrimonio cultu-
ral, incluido el patrimonio histórico, paisaje, la or-
denación del territorio y el urbanismo. 

La consulta se podrá ampliar a otras personas fí-
sicas o jurídicas, públicas o privadas, vinculadas a
la protección del medio ambiente.

La determinación de la amplitud y nivel de deta-
lle del informe de sostenibilidad ambiental se co-
municará al órgano promotor mediante un docu-
mento de referencia que incluirá además los crite-
rios ambientales estratégicos e indicadores de los
objetivos ambientales y principios de sostenibili-
dad aplicables en cada caso.

2. Durante la determinación del alcance del in-
forme de sostenibilidad ambiental, el órgano am-
biental deberá definir las modalidades de informa-
ción y consulta, así como identificar a las Adminis-
traciones públicas afectadas y al público intere-
sado.
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3. El contenido de las actuaciones a las que se
refieren los apartados 1 y 2 será público.

Artículo 10. Consultas.

1. La fase de consultas sobre la versión preli-
minar del plan o programa, que incluye el informe
de sostenibilidad ambiental, implica las siguientes
actuaciones:

a) Puesta a disposición del público.
b) Consulta a las Administraciones públicas

afectadas y al público interesado, que dispondrán
de un plazo mínimo de 45 días para examinarlo y
formular observaciones. 

2. A los efectos de esta ley, se entenderá por
público interesado: 

a) Toda persona física o jurídica en la que con-
curra cualquiera de las circunstancias previstas en
el artículo 31 de la Ley 30/1992, de 26 de noviem-
bre, de Régimen Jurídico de las Administraciones
Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. 

b) Cualquier persona jurídica sin ánimo de
lucro que cumpla los siguientes requisitos:

1.º Que tenga como fines acreditados en sus
estatutos, entre otros, la protección del medio am-
biente en general o la de alguno de sus elementos
en particular, y que tales fines puedan resultar afec-
tados por el plan o programa de que se trate. 

2.º Que lleve dos años legalmente constituida
y venga ejerciendo de modo activo las actividades
necesarias para alcanzar los fines previstos en sus
estatutos.

Artículo 11. Consultas transfronterizas. 

1. Cuando se considere que la ejecución de un
plan o programa pueda tener efectos significativos
sobre el medio ambiente de otro Estado miembro
de la Unión Europea, o cuando un Estado miembro
que pueda verse significativamente afectado lo so-
licite, la Administración pública promotora, a tra-
vés del Ministerio de Asuntos Exteriores y de Coo-
peración, comunicará a dicho Estado la posibilidad
de abrir un período de consultas bilaterales para es-
tudiar tales efectos, así como las medidas que, en su
caso, puedan acordarse para suprimirlos o reducir-

los. A tales efectos, se facilitará al Estado miembro
en cuestión un ejemplar de la versión preliminar
del plan o programa de que se trate y el informe de
sostenibilidad ambiental, con anterioridad a su
aprobación. 

2. Si el Estado miembro manifestara su volun-
tad de abrir dicho período de consultas, el Ministe-
rio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, previa
consulta a la Administración pública promotora,
negociará con las autoridades competentes de
dicho Estado el calendario razonable de reuniones
a que deberán ajustarse las consultas y las medidas
que deban ser adoptadas para garantizar que las au-
toridades ambientales y el público interesado de
dicho Estado, en la medida en la que pueda resultar
significativamente afectado, tengan ocasión de ma-
nifestar su opinión sobre el plan o programa, antes
de su aprobación definitiva o de su ulterior remi-
sión para su tramitación por el procedimiento legis-
lativo que corresponda.

3. La delegación del Ministerio de Asuntos
Exteriores y de Cooperación responsable de la ne-
gociación incluirá, al menos, un representante de la
Administración pública promotora del plan o pro-
grama, así como del órgano ambiental correspon-
diente, y en cualquier caso una representación de la
Administración autonómica en cuyo territorio
fuera a promoverse dicho plan o programa. 

4. El procedimiento de consulta transfronte-
riza se iniciará mediante comunicación del órgano
promotor del plan o programa dirigida al Ministe-
rio de Asuntos Exteriores y de Cooperación, acom-
pañada de la siguiente documentación:

a) Un ejemplar de la versión preliminar del
plan o programa.

b) Una copia del informe de sostenibilidad
ambiental.

c) Una memoria sucinta en la que se expongan
de manera motivada los fundamentos de hecho y de
derecho que justifican la necesidad de poner en co-
nocimiento de otro Estado miembro el plan o pro-
grama de que se trate y en la que se identifiquen los
representantes de la Administración pública pro-
motora que, en su caso, hayan de integrarse en la
delegación del citado ministerio. 

5. Si la apertura del período de consultas trans-
fronterizas hubiera sido promovida por la autoridad
del Estado miembro susceptible de ser afectado por
la ejecución del plan o programa, el Ministerio de
Asuntos Exteriores y de Cooperación lo pondrá en
conocimiento del órgano promotor y le solicitará la
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remisión de la documentación a que se refiere el
apartado anterior, a fin de iniciar el procedimiento
de consulta transfronteriza. 

6. Los plazos previstos en la normativa regula-
dora de la aprobación, modificación o revisión de
los planes y programas quedarán suspendidos hasta
que concluyan las negociaciones del procedimiento
de consultas transfronterizas.

7. Cuando un Estado miembro de la Unión Eu-
ropea comunique que en su territorio está prevista
la ejecución de un plan o programa que puede tener
efectos significativos sobre el medio ambiente de
España, el Ministerio de Asuntos Exteriores y de
Cooperación lo pondrá en conocimiento del Minis-
terio de Medio Ambiente, el cual con la participa-
ción de los órganos ambientales de las Comunida-
des Autónomas afectadas, actuará como órgano
ambiental en las consultas bilaterales que se hagan
para estudiar tales efectos, así como las medidas
que, en su caso, puedan acordarse para suprimirlos
o reducirlos.

El Ministerio de Medio Ambiente garantizará
que las Administraciones públicas afectadas y el
público interesado son consultados de acuerdo con
lo establecido en el artículo 10. A estos efectos, de-
finirá los términos en los que se evacuará el trámite
de consultas en colaboración con los órganos com-
petentes de las comunidades autónomas afectadas
por la ejecución del plan o programa promovido
por otro Estado miembro de la Unión Europea.

Artículo 12. Memoria ambiental.

Finalizada la fase de consultas, se elaborará una
memoria ambiental con objeto de valorar la inte-
gración de los aspectos ambientales en la propuesta
de plan o programa, en la que se analizarán el pro-
ceso de evaluación, el informe de sostenibilidad
ambiental y su calidad, y se evaluará el resultado de
las consultas realizadas y cómo se han tomado en
consideración y se analizará la previsión de los im-
pactos significativos de la aplicación del plan o
programa.

La memoria ambiental contendrá las determina-
ciones finales que deban incorporarse a la pro-
puesta del plan o programa.

La memoria ambiental es preceptiva y se tendrá
en cuenta en el plan o programa antes de su apro-
bación definitiva. Será realizada, en el ámbito de la
Administración General del Estado, de acuerdo con
lo establecido en el artículo 22 y, en el ámbito de
las Comunidades Autónomas, por el órgano u órga-

nos que éstas determinen, y, en todo caso, con el
acuerdo del órgano ambiental.

Artículo 13. Propuesta de plan o programa.

El órgano promotor elaborará la propuesta de
plan o programa tomando en consideración el in-
forme de sostenibilidad ambiental, las alegaciones
formuladas en las consultas, incluyendo en su caso
las consultas transfronterizas, y la memoria am-
biental.

Artículo 14. Publicidad. 

Una vez aprobado el correspondiente plan o pro-
grama, el órgano promotor pondrá a disposición del
órgano ambiental, de las Administraciones públi-
cas afectadas, del público y de los Estados miem-
bros consultados la siguiente documentación: 

a) El plan o programa aprobado.
b) Una declaración que resuma los siguientes

aspectos:

1.º De qué manera se han integrado en el plan o
programa los aspectos ambientales.

2.º Cómo se han tomado en consideración el in-
forme de sostenibilidad ambiental, los resultados
de las consultas, incluyendo en su caso las consul-
tas transfronterizas, la memoria ambiental, así
como, cuando proceda, las discrepancias que hayan
podido surgir en el proceso.

3.º Las razones de la elección del plan o pro-
grama aprobados, en relación con las alternativas
consideradas. 

c) Las medidas adoptadas para el seguimiento
de los efectos en el medio ambiente de la aplicación
del plan o programa.

d) Un resumen no técnico sobre la documenta-
ción contenida en los puntos b) y c). 

Artículo 15. Seguimiento.

1. Los órganos promotores deberán realizar un
seguimiento de los efectos en el medio ambiente de
la aplicación o ejecución de los planes y progra-
mas, para identificar con prontitud los efectos ad-
versos no previstos y permitir llevar a cabo las me-
didas adecuadas para evitarlos. El órgano ambien-
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tal correspondiente participará en el seguimiento de
dichos planes o programas.

2. Para evitar duplicidades podrán utilizarse
mecanismos de seguimiento ya existentes.

TÍTULO III

Evaluación ambiental de planes y programas
estatales

Artículo 16. Órgano ambiental

El Ministerio de Medio Ambiente actuará como
órgano ambiental de los planes y programas pro-
movidos por la Administración General del Estado
y sus organismos públicos. 

Artículo 17. Determinación de la existencia de
efectos significativos en el medio
ambiente.

1. Cuando haya que determinar caso por caso
si un plan o programa de los previstos en el artículo
3.3 debe ser objeto de evaluación ambiental, el Mi-
nisterio de Medio Ambiente resolverá en el plazo
de un mes, previa consulta al menos a las Adminis-
traciones públicas afectadas.

2. A los efectos de lo previsto en el apartado
anterior, el órgano promotor remitirá al Ministerio
de Medio Ambiente un análisis realizado a partir de
los criterios del anexo II, junto con la documenta-
ción necesaria para la iniciación de la evaluación
ambiental, cuando se prevean impactos significati-
vos.

3. Mediante real decreto, a propuesta conjunta
del ministerio promotor y del Ministerio de Medio
Ambiente, y previa consulta a las Administraciones
públicas afectadas, se podrán especificar los tipos
de planes y programas que requerirán evaluación
ambiental, de acuerdo con los criterios del anexo II.

Artículo 18. Iniciación.

Los órganos de la Administración General del
Estado y de los organismos públicos vinculados o
dependientes de ella que promuevan un plan o pro-
grama deberán comunicar al Ministerio de Medio
Ambiente su iniciación. A dicha comunicación
acompañarán una evaluación de los siguientes as-
pectos:

a) Los objetivos de la planificación.
b) El alcance y contenido de la planificación,

de las propuestas y de sus alternativas. 
c) El desarrollo previsible del plan o pro-

grama.
d) Los efectos ambientales previsibles.
e) Los efectos previsibles sobre los elementos

estratégicos del territorio, sobre la planificación
sectorial implicada, sobre la planificación territo-
rial y sobre las normas aplicables.

Artículo 19. Intervención previa del órgano am-
biental.

1. A la vista de la documentación recibida, el
Ministerio de Medio Ambiente realizará las actua-
ciones que se indican a continuación:

a) Identificará las Administraciones públicas
afectadas y el público interesado a los que se debe
consultar.

b) Elaborará un documento de referencia con
los criterios ambientales estratégicos e indicado-
res de los objetivos ambientales y principios de
sostenibilidad aplicables en cada caso y determi-
nará el contenido, con la amplitud y el nivel de de-
talle necesarios, de la información que se debe
tener en cuenta en el informe de sostenibilidad
ambiental. 

Para ello, consultará al menos a las Administra-
ciones públicas afectadas a que se refiere el párrafo
a), a las cuales dará un plazo de 30 días para que re-
mitan sus sugerencias. 

c) Definirá las modalidades, la amplitud y los
plazos de información y consultas, que como mí-
nimo serán de 45 días, que deberán realizarse du-
rante el procedimiento de elaboración del plan o
programa, tomando en consideración lo dispuesto
en el procedimiento de aprobación del plan o pro-
grama correspondiente. Las modalidades de infor-
mación y consulta se podrán realizar por medios
convencionales, telemáticos o cualesquiera otros,
siempre que acrediten la realización de la con-
sulta.

2. El órgano promotor tomará parte en las ac-
tuaciones de intervención preliminar del órgano
ambiental. El Ministerio de Medio Ambiente podrá
requerir al órgano promotor la ampliación o aclara-
ción de la documentación remitida.

3. En un plazo máximo de tres meses desde la
recepción de la documentación a que hace referen-
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cia el artículo 18, el Ministerio de Medio Ambiente
trasladará al órgano promotor el documento de re-
ferencia.

4. El Ministerio de Medio Ambiente pondrá a
disposición pública el documento de referencia, la
relación de Administraciones públicas afectadas y
el público interesado identificados, y las modalida-
des de información y consulta. 

Asimismo, remitirá el documento de referencia a
las Administraciones públicas afectadas y a cuales-
quiera otras personas físicas o jurídicas, públicas o
privadas, que, en su caso, hubieran sido consulta-
das.

Artículo 20. Informe de sostenibilidad ambiental. 

El órgano promotor elaborará el informe de sos-
tenibilidad ambiental con arreglo a los criterios
contenidos en el documento de referencia. 

Artículo 21. Consultas. 

El órgano promotor someterá la versión prelimi-
nar del plan o programa, incluyendo el informe de
sostenibilidad ambiental, a consultas en los plazos
y modalidades definidos por el Ministerio de
Medio Ambiente según lo dispuesto en el artículo
19.1.c).

El órgano promotor responderá motivadamente
a las observaciones y alegaciones que se formulen
en las consultas, a cuyos efectos elaborará un do-
cumento en el que se justifique cómo se han to-
mado en consideración aquellas en la propuesta
de plan o programa incluyendo el informe de sos-
tenibilidad ambiental. Una copia de dicho docu-
mento, que incluirá también una explicación rela-
tiva a la forma en que se han tomado en conside-
ración las consultas transfronterizas que pudieran
haber realizado, será remitida al Ministerio de
Medio Ambiente. 

Artículo 22. Memoria ambiental.

Finalizada la fase de consultas, incluyendo en su
caso las consultas transfronterizas, el órgano pro-
motor y el Ministerio de Medio Ambiente elabora-
rán conjuntamente la memoria ambiental, de con-
formidad con lo establecido en el artículo 12.

Artículo 23. Propuesta de plan o programa.

El órgano promotor elaborará la propuesta de
plan o programa tomando en consideración el in-
forme de sostenibilidad ambiental, las alegaciones
formuladas en las consultas, incluyendo en su caso
las consultas transfronterizas, y la memoria am-
biental.

Artículo 24. Publicidad.

En los términos del artículo 14, una vez apro-
bado el plan o programa, el órgano promotor lo
pondrá a disposición del Ministerio de Medio Am-
biente, de las Administraciones públicas afectadas
consultadas, del público y, en su caso, de los Esta-
dos consultados. 

Artículo 25. Seguimiento.  

1. Los órganos promotores deberán realizar un
seguimiento de los efectos en el medio ambiente de
la aplicación o ejecución de los planes y programas
conforme a lo previsto en el artículo 15. El Minis-
terio de Medio Ambiente participará en el segui-
miento de dichos planes o programas y podrá reca-
bar información y realizar las comprobaciones que
considere necesarias para verificar la información
que figura en el informe de sostenibilidad ambien-
tal.

2. Para evitar duplicidades se podrán utilizar
mecanismos de seguimiento ya existentes.

Disposición adicional primera. Planes y progra-
mas cofinanciados por la Comunidad Europea.

La evaluación ambiental de planes y programas
cofinanciados por la Comunidad Europea se reali-
zará de conformidad con lo previsto en la norma-
tiva comunitaria que le resulte de aplicación.

Disposición adicional segunda. Información
sobre la aplicación de la ley.

1. Las Administraciones públicas colabora-
rán e intercambiarán la información que resulte
necesaria para el adecuado cumplimiento de las
obligaciones internacionales del Estado español.
Asimismo, las Administraciones públicas compe-
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tentes harán llegar al Ministerio de Medio Am-
biente un catálogo en el que se identifiquen debi-
damente los tipos de planes y programas que en su
ordenamiento respectivo quedan incluidos en el
ámbito de aplicación de esta ley, con el fin de
cumplir con la obligación de información a la Co-
misión Europea.

2. El Ministerio de Medio Ambiente, en el ám-
bito de las competencias de la Administración Ge-
neral del Estado, informará anualmente a las Cortes
de las actividades desarrolladas en aplicación de lo
dispuesto en esta ley.

Disposición adicional tercera. Relación con la
evaluación de impacto ambiental de proyectos.

La evaluación ambiental realizada conforme a
esta ley no excluirá la aplicación de la legislación
sobre evaluación del impacto ambiental de proyec-
tos. La evaluación ambiental que se haya hecho a
un plan o programa se tendrá en cuenta en la eva-
luación de impacto ambiental de los proyectos que
lo desarrollen.

Disposición adicional cuarta. Informes precepti-
vos previstos en la legislación sectorial.

La evaluación ambiental realizada conforme a
esta ley no excluirá la exigencia de los informes
preceptivos que deban solicitarse al amparo de la
legislación sectorial correspondiente.

Disposición adicional quinta. Infraestructuras de
titularidad estatal.

A los efectos de lo previsto en el artículo 6.1, no
deberán someterse a un nuevo proceso de evalua-
ción como consecuencia de la elaboración y apro-
bación de un plan de ordenación urbanística o terri-
torial las infraestructuras de titularidad estatal en
cuya planificación sectorial se haya realizado la
evaluación ambiental conforme a lo dispuesto en
esta ley.

En tales casos, la Administración pública com-
petente para la aprobación del plan de ordenación
urbanística o territorial podrá exigir que se tengan
en cuenta los aspectos no específicamente conside-
rados en la primera evaluación ambiental. 

Disposición adicional sexta. Banco de datos de
evaluación ambiental.

1. El Ministerio de Medio Ambiente creará un
banco de datos con la información relativa a las
evaluaciones ambientales que se realicen en el ám-
bito de la Administración del Estado. 

2. La información contenida en dicho banco de
datos deberá ser accesible al público y se manten-
drá actualizada conforme a la legislación sobre ac-
ceso a la información ambiental y participación pú-
blica en materia de medio ambiente.

Disposición adicional séptima. Dotación de me-
dios 

El Gobierno garantizará la dotación de los me-
dios humanos y materiales suficientes a los órganos
de la Administración General del Estado responsa-
bles de la aplicación de esta ley.

Disposición transitoria primera. Planes y progra-
mas iniciados con anterioridad a la entrada en
vigor de la ley.

1. La obligación a que hace referencia el ar-
tículo 7 se aplicará a los planes y programas cuyo
primer acto preparatorio formal sea posterior al 21
de julio de 2004.

2. La obligación a que hace referencia el ar-
tículo 7 se aplicará a los planes y programas cuyo
primer acto preparatorio formal sea anterior al 21
de julio de 2004 y cuya aprobación, ya sea con ca-
rácter definitivo, ya sea como requisito previo para
su remisión a las Cortes Generales o, en su caso, a
las asambleas legislativas de las comunidades autó-
nomas, se produzca con posterioridad al 21 de julio
de 2006, salvo que la Administración pública com-
petente decida, caso por caso y de forma motivada,
que ello es inviable. 

En tal supuesto, se informará al público de la de-
cisión adoptada.

3. A los efectos de lo previsto en esta disposi-
ción transitoria, se entenderá por el primer acto pre-
paratorio formal el documento oficial de una Ad-
ministración pública competente que manifieste la
intención de promover la elaboración del contenido
de un plan o programa y movilice para ello recursos
económicos y técnicos que hagan posible su pre-
sentación para su aprobación.
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Disposición transitoria segunda. Exclusión de
determinados planes y programas cofinanciados
por la Comunidad Europea.

Esta ley no se aplicará a los planes y programas
cofinanciados por la Comunidad Europea con
cargo a los respectivos períodos de programación
vigentes para los Reglamentos (CE) n.º 1257/1999
del Consejo, de 17 de mayo de 1999, y 1260/1999
del Consejo, de 21 de junio de 1999. 

Disposición derogatoria. 

Queda derogada la «Disposición transitoria
única. Procedimiento en curso» de la Ley 6/2001,
de 8 de mayo, de modificación del Real Decreto
Legislativo 1302/1986, de 28 de junio, de evalua-
ción de impacto ambiental. 

Disposición final primera. Modificación del Real
Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de junio,
de evaluación de impacto ambiental.

El Real Decreto Legislativo 1302/1986, de 28 de
junio, de evaluación de impacto ambiental, se mo-
difica en los siguientes términos:

Uno. Se da nueva redacción a los artículos 1,
2, 3, 4 y 7 y se introduce un nuevo artículo 4 bis,
quedando todos ellos redactados del siguiente
modo:

«Artículo 1. 

1. La evaluación del impacto ambiental identi-
ficará, describirá y evaluará de forma apropiada, en
función de cada caso particular y de conformidad
con este real decreto legislativo, los efectos direc-
tos e indirectos de un proyecto sobre los siguientes
factores:

a) El ser humano, la fauna y la flora.
b) El suelo, el agua, el aire, el clima y el pai-

saje.
c) Los bienes materiales y el patrimonio cultu-

ral.
d) La interacción entre los factores menciona-

dos anteriormente.

2. Los proyectos, públicos y privados consis-
tentes en la realización de las obras, instalaciones o

de cualquier otra actividad comprendida en el
anexo I deberán someterse a una evaluación de im-
pacto ambiental en la forma prevista en este real
decreto legislativo.

3. Los proyectos públicos o privados consis-
tentes en la realización de las obras, instalaciones o
de cualquier otra actividad comprendida en el
anexo II, así como cualquier proyecto no incluido
en el anexo I que pueda afectar directa o indirecta-
mente a los espacios de la red ecológica europea
Natura 2000, solo deberán someterse a una evalua-
ción de impacto ambiental en la forma prevista en
este real decreto legislativo cuando así lo decida el
órgano ambiental en cada caso. La decisión, que
debe ser motivada y pública, se ajustará a los crite-
rios establecidos en el anexo III.

Lo establecido en el párrafo anterior no será de
aplicación a aquellos proyectos para los que la nor-
mativa de las Comunidades Autónomas, en el ám-
bito de sus competencias, bien exija evaluación de
impacto ambiental, en todo caso, bien haya fijado
umbrales, de acuerdo con los criterios del anexo III,
para determinar cuándo dichos proyectos deben so-
meterse a evaluación de impacto ambiental. 

4. La persona física o jurídica, pública o pri-
vada que se proponga realizar un proyecto de los
comprendidos en el anexo I de este Real Decreto
Legislativo, acompañará la solicitud de un docu-
mento comprensivo del proyecto con al menos el
siguiente contenido:

a) La definición, características y ubicación
del proyecto.                        

b) Las principales alternativas que se conside-
ran y análisis de los potenciales impactos de cada
una de ellas. 

c) Un diagnóstico territorial y del medio am-
biente afectado por el proyecto.  

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, la solicitud y la documentación a que se re-
fiere este apartado se presentarán ante el órgano
con competencia sustantiva.

5. La persona física o jurídica, pública o pri-
vada que se proponga realizar un proyecto de los
comprendidos en el anexo II de este Real Decreto
Legislativo, acompañará la solicitud de un docu-
mento ambiental del proyecto con al menos el si-
guiente contenido:

a) La definición, características y ubicación
del proyecto.                     
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b) Las principales alternativas estudiadas.          
c) Un análisis de impactos potenciales en el

medio ambiente.                                  
d) Las medidas preventivas, correctoras o

compensatorias para la adecuada protección del
medio ambiente. 

e) La forma de realizar el seguimiento que ga-
rantice el cumplimiento de las indicaciones y medi-
das protectoras y correctoras contenidas en el docu-
mento ambiental. 

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, la solicitud y la documentación a que se re-
fiere este apartado se presentará ante el órgano con
competencia sustantiva.

6. En el ámbito de la Administración General
del Estado, el órgano sustantivo, una vez mostrada
su conformidad con los documentos recogidos en
los apartados anteriores, los enviará al órgano am-
biental al objeto de iniciar el trámite de evaluación
de impacto ambiental.

7. Para los proyectos recogidos en el anexo II
que no se sometan al procedimiento de evaluación
de impacto ambiental, el órgano ambiental dictará
resolución en el plazo correspondiente tras consul-
tar a las administraciones, personas e instituciones
afectadas por la realización del proyecto. 

En el ámbito de la Administración General del
Estado, dicha resolución será dictada por el órgano
ambiental en el plazo de tres meses.

Cuando de la información recibida en la fase
de consultas se determine que los citados proyec-
tos se deban someter al procedimiento de evalua-
ción de impacto ambiental, se dará traslado al pro-
motor de las contestaciones recibidas a las consul-
tas efectuadas, para que continúe con la tramita-
ción.

Artículo 2. 

1. Los proyectos que, según el artículo 1 del
presente Real Decreto Legislativo, hayan de some-
terse a evaluación de impacto ambiental deberán
incluir un estudio de impacto ambiental que con-
tendrá, al menos, los siguientes datos:

a) Descripción general del proyecto y exigen-
cias previsibles en el tiempo, en relación con la
utilización del suelo y de otros recursos naturales.
Estimación de los tipos y cantidades de residuos
vertidos y emisiones de materia o energía resul-
tantes.

b) Una exposición de las principales alternati-
vas estudiadas y una justificación de las principales
razones de la solución adoptada, teniendo en cuenta
los efectos ambientales.

c) Evaluación de los efectos previsibles direc-
tos o indirectos del proyecto sobre la población, la
flora, la fauna, el suelo, el aire, el agua, los factores
climáticos, el paisaje y los bienes materiales, in-
cluido el patrimonio histórico artístico y el arqueo-
lógico. Asimismo, se atenderá a la interacción entre
todos estos factores.

d) Medidas previstas para reducir, eliminar o
compensar los efectos ambientales significativos.

e) Programa de vigilancia ambiental.
f) Resumen del estudio y conclusiones en tér-

minos fácilmente comprensibles. Informe, en su
caso, de las dificultades informativas o técnicas en-
contradas en la elaboración del mismo.

2. La administración pondrá a disposición del
titular del proyecto los informes y cualquier otra
documentación que obre en su poder cuando re-
sulte de utilidad para la realización del estudio de
impacto ambiental.

3. La amplitud y el nivel de detalle del estudio
de impacto ambiental se determinará por el órgano
ambiental tras consultar a las administraciones
afectadas. La consulta se podrá ampliar a otras per-
sonas físicas o jurídicas, públicas o privadas, vin-
culadas a la protección del medio ambiente.

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, el plazo para trasladar al órgano promotor la
amplitud y nivel de detalle del estudio de impacto
ambiental será de 3 meses, computándose desde la
recepción de la solicitud y documentación a que se
refiere el artículo 1.4.

4. Si el promotor no hubiera sometido el estu-
dio de impacto ambiental al trámite de información
pública, en el plazo fijado por la Comunidad Autó-
noma, se procederá a archivar el expediente, siendo
necesario, en su caso, iniciar nuevamente el trámite
de evaluación de impacto ambiental. 

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, dicho plazo será de dos años y se computará
desde que el promotor reciba las contestaciones
formuladas a las consultas efectuadas. 

Artículo 3.

1. El estudio de impacto ambiental será some-
tido por el órgano sustantivo, dentro del procedi-
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miento aplicable para la autorización o realización
del proyecto, y conjuntamente con el proyecto, al
trámite de información pública y demás informes
que en el mismo se establezcan. Asimismo, al rea-
lizar el trámite de información pública, el órgano
sustantivo remitirá la misma documentación a las
administraciones afectadas para su examen y for-
mulación de observaciones.

2. Los resultados de las consultas e informa-
ción pública deberán tomarse en consideración por
el promotor en su proyecto, así como por el órgano
sustantivo en la autorización del mismo.

Artículo 4.

1. Con carácter previo a la resolución adminis-
trativa que se adopte para la realización o, en su
caso, autorización de la obra, instalación o activi-
dad de que se trate, el órgano sustantivo remitirá el
expediente al órgano ambiental, acompañado, en su
caso, de las observaciones que estime oportunas, al
objeto de que se formule una declaración de im-
pacto, en la que se determinen las condiciones que
deban establecerse en orden a la adecuada protec-
ción del medio ambiente y los recursos naturales.
Los plazos para remitir el expediente al órgano am-
biental y para formular la declaración de impacto
ambiental serán fijados por la Comunidad Autó-
noma. 

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, dichos plazos serán de seis y tres meses res-
pectivamente. 

2. En el supuesto de discrepancia entre ambos
órganos, resolverá, según la Administración que
haya tramitado el expediente, el Consejo de Minis-
tros o el Órgano de Gobierno de la Comunidad Au-
tónoma correspondiente o, en su caso, el que dicha
Comunidad haya determinado.

3. La Declaración de Impacto se hará pública
en todo caso.

4. La declaración de impacto ambiental del
proyecto o actividad caducará si no se hubiera co-
menzado su ejecución en el plazo fijado por la Co-
munidad Autónoma. En tales casos, el promotor
deberá iniciar nuevamente el trámite de evaluación
ambiental del proyecto. 

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, dicho plazo será de cinco años. 

5. No obstante, el órgano ambiental podrá re-
solver, a solicitud del promotor, que dicha declara-
ción sigue vigente al no haberse producido cambios

sustanciales en los elementos esenciales que han
servido de base para realizar la evaluación de im-
pacto ambiental. El plazo máximo de emisión del
informe sobre la revisión de la declaración de im-
pacto ambiental será el que fije la Comunidad Au-
tónoma. Transcurrido dicho plazo sin que se haya
emitido el citado informe, podrá entenderse vigente
la declaración de impacto ambiental formulada en
su día. 

En los proyectos que deban ser autorizados o
aprobados por la Administración General del Es-
tado, el plazo máximo de remisión del informe
sobre la revisión de la declaración de impacto am-
biental será de sesenta días. 

6. A los efectos previstos en este artículo, el
promotor de cualquier proyecto o actividad some-
tido a evaluación de impacto ambiental deberá co-
municar al órgano ambiental, con la suficiente an-
telación, la fecha de comienzo de la ejecución del
mismo.

Artículo 4 bis.

1. Cuando se adopte, la decisión sobre la apro-
bación del proyecto será hecha pública por el ór-
gano sustantivo que la haya adoptado, el cual pon-
drá a disposición del público la siguiente informa-
ción:

a) El contenido de la decisión y las condicio-
nes impuestas.

b) Las principales razones y consideraciones
en las que se basa la decisión, en relación con las
observaciones y opiniones expresadas durante la
evaluación de impacto ambiental.

c) Una descripción, cuando sea necesario, de
las principales medidas para evitar, reducir y, si es
posible, anular los principales efectos adversos.

2. La información a que se refiere el apartado
anterior será enviada a los Estados miembros que
hayan sido consultados según el artículo 6.

Artículo 7.

1. Corresponde a los órganos sustantivos por
razón de la materia o a los órganos que, en su caso,
designen las Comunidades Autónomas respecto a
los proyectos que no sean de competencia estatal,
el seguimiento y vigilancia del cumplimiento de la
declaración de impacto ambiental. Sin perjuicio de
ello, el órgano ambiental podrá recabar informa-
ción de aquellos al respecto, así como efectuar las
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comprobaciones necesarias en orden a verificar el
cumplimiento del condicionado.

El órgano sustantivo comunicará al órgano am-
biental el comienzo y final de las obras así como el
comienzo de la fase de explotación.

2. Las potestades sancionadoras corresponde-
rán al órgano sustantivo en los proyectos que deban
ser autorizados o aprobados por la Administración
General del Estado.»

Dos. El párrafo 5.º del apartado b) del grupo 9,
«Otros proyectos», del anexo I queda redactado del
siguiente modo:

«5.º Dragados marinos para la obtención de
arena.».

Tres. Se añade un nuevo apartado con la letra
d) en el grupo 9 «Otros proyectos» del anexo I con
el siguiente contenido:

«d) Todos los proyectos incluidos en el anexo
II cuando sea exigida la evaluación de impacto am-
biental por la normativa autonómica.»

Cuatro. El apartado b) del grupo 7, «Proyectos
de infraestructuras», del anexo II queda redactado
del siguiente modo:

«b) Proyectos de urbanizaciones, incluida la
construcción de centros comerciales y aparcamien-
tos.».

Cinco. Se añaden dos nuevos apartados en el
grupo 9, «Otros proyectos», del anexo II:

«m) Urbanizaciones de vacaciones y comple-
jos hoteleros fuera de áreas urbanas y construccio-
nes asociadas.»

«n) Los proyectos que no estando recogidos en
el anexo I ni II cuando así lo requiera la normativa
autonómica y a solicitud del órgano ambiental de la
comunidad autónoma en la que esté ubicado el pro-
yecto, acreditando para ello que puedan tener efec-
tos significativos en el medio ambiente. La exigen-
cia de evaluación de impacto ambiental por la nor-
mativa autonómica podrá servir de acreditación a
efectos de este apartado.» 

Seis. La rúbrica del anexo III queda redactada
del siguiente modo:

«Criterios de selección previstos en el apartado 3
del artículo 1». 

Disposición final segunda. Aplicación de la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurí-
dico de las Administraciones Públicas y del Pro-
cedimiento Administrativo Común.

En todo lo no establecido en esta ley será de apli-
cación lo dispuesto en la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administra-
ciones Públicas y del Procedimiento Administra-
tivo Común 

Disposición final tercera. Título competencial. 

Esta Ley tiene carácter de legislación básica al
amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.23ª de
la Constitución, excepto el título III, las Disposi-
ciones adicionales segunda apartado segundo,
sexta, y séptima, y la Disposición final cuarta apar-
tado tercero, que se aplicarán a la Administración
General del Estado y sus organismos públicos.

Disposición final cuarta. Autorización de desa-
rrollo. 

1. El Gobierno, en el ámbito de sus competen-
cias, dictará cuantas disposiciones sean necesarias
para la ejecución y desarrollo de lo establecido en
esta ley. 

2. Así mismo, se autoriza al Gobierno a adap-
tar los anexos a las modificaciones que, en su caso,
sean introducidas por la normativa comunitaria.

3. Los titulares de los Ministerios afectados y
el Ministerio de Medio Ambiente elaborarán las
instrucciones técnicas precisas para facilitar la apli-
cación de esta Ley.

Disposición final quinta. Entrada en vigor.

La presente ley entrará en vigor el día siguiente al
de su publicación en el «Boletín Oficial del Estado».
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ANEXO I

Contenido del informe de sostenibilidad
ambiental 

La información que deberá contener el informe
de sostenibilidad ambiental previsto en el artículo 8
será, como mínimo, la siguiente:

a) Un esbozo del contenido, objetivos princi-
pales del plan o programa y relaciones con otros
planes y programas conexos.

b) Los aspectos relevantes de la situación ac-
tual del medio ambiente y su probable evolución en
caso de no aplicar el plan o programa.

c) Las características ambientales de las zonas
que puedan verse afectadas de manera significa-
tiva.

d) Cualquier problema ambiental existente que
sea relevante para el plan o programa, incluyendo
en concreto los relacionados con cualquier zona de
particular importancia ambiental designada de con-
formidad con la legislación aplicable sobre espa-
cios naturales y especies protegidas.

e) Los objetivos de protección ambiental fija-
dos en los ámbitos internacional, comunitario o na-
cional que guarden relación con el plan o programa
y la manera en que tales objetivos y cualquier as-
pecto ambiental se han tenido en cuenta durante su
elaboración.

f) Los probables efectos (1) significativos en el
medio ambiente, incluidos aspectos como la biodi-
versidad, la población, la salud humana, la fauna, la
flora, la tierra, el agua, el aire, los factores climáti-
cos, los bienes materiales, el patrimonio cultural,
incluido el patrimonio histórico, el paisaje y la inte-
rrelación entre estos factores.

g) Las medidas previstas para prevenir, redu-
cir y, en la medida de lo posible, contrarrestar
cualquier efecto significativo negativo en el
medio ambiente por la aplicación del plan o pro-
grama.

h) Un resumen de las razones de la selección
de las alternativas previstas y una descripción de la
manera en que se realizó la evaluación, incluidas
las dificultades (como deficiencias técnicas o falta
de conocimientos y experiencia) que pudieran ha-
berse encontrado a la hora de recabar la informa-
ción requerida.

La selección de las alternativas en caso de pro-
puestas tecnológicas, incluirá un resumen del es-
tado del arte de cada una y justificará los motivos
de la elección respecto a las mejores técnicas dis-
ponibles en cada caso.

i) Una descripción de las medidas previstas
para el seguimiento, de conformidad con el artícu-
lo 15.

j) Un resumen no técnico de la información fa-
cilitada en virtud de los párrafos precedentes.

k) Un informe sobre la viabilidad económica
de las alternativas y de las medidas dirigidas a pre-
venir, reducir o paliar los efectos negativos del plan
o programa. 

ANEXO II

Criterios para determinar la posible significación
de los efectos sobre el medio ambiente

1. Las características de los planes y progra-
mas, considerando en particular:

a) La medida en que el plan o programa esta-
blece un marco para proyectos y otras actividades
con respecto a la ubicación, la naturaleza, las di-
mensiones, las condiciones de funcionamiento o
mediante la asignación de recursos.

b) La medida en que el plan o programa in-
fluye en otros planes o programas, incluidos los
que estén jerarquizados.

c) La pertinencia del plan o programa para la
integración de consideraciones ambientales, con el
objeto, en particular, de promover el desarrollo sos-
tenible.

d) Problemas ambientales significativos rela-
cionados con el plan o programa.

e) La pertinencia del plan o programa para la
implantación de la legislación comunitaria o na-
cional en materia de medio ambiente (por ejem-
plo, los planes o programas relacionados con la
gestión de residuos o la protección de los recursos
hídricos).

2. Las características de los efectos y del área
probablemente afectada, considerando en particu-
lar:

a) La probabilidad, duración, frecuencia y re-
versibilidad de los efectos.

b) El carácter acumulativo de los efectos.
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(1) Estos efectos deben comprender los efectos secundarios,
acumulativos, sinérgicos, a corto, medio y largo plazo, perma-
nentes y temporales, positivos y negativos.



c) El carácter transfronterizo de los efectos.
d) Los riesgos para la salud humana o el medio

ambiente (debidos, por ejemplo, a accidentes).
e) La magnitud y el alcance espacial de los

efectos (área geográfica y tamaño de la población
que puedan verse afectadas).

f) El valor y la vulnerabilidad del área proba-
blemente afectada a causa de:

1.º Las características naturales especiales o el
patrimonio cultural.

2.º La superación de estándares de calidad am-
biental o de valores límite.

3.º La explotación intensiva del suelo.
4.º Los efectos en áreas o paisajes con rango de

protección reconocido en los ámbitos nacional, co-
munitario o internacional.

— 17 —

BOCG, SENADO, SERIE II 29 DE DICIEMBRE DE 2005 NÚM.39


